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INTRODUCCIÓN


Es un lugar común decir que el narcotráfico es el fenómeno que más ha impactado la vida de los colombianos en los últimos cuarenta años. Pero que sea un lugar común no diluye las dimensiones y consecuencias profundas y aún visibles que ha tenido en la sociedad desde mediados de los años ochenta, cuando Colombia se convirtió en el epicentro de “la guerra contra las drogas”. El narcotráfico se coló por todos los resquicios de la sociedad, corrompió la política, las costumbres, los valores, las instituciones, la economía, el deporte y la cultura. Combustible del conflicto armado, nada dejó al margen. Se consolidaron los grandes carteles y se fortalecieron las guerrillas y los grupos paramilitares hasta el punto de que en los años ochenta y noventa Colombia alcanzó los más altos índices de violencia en el mundo y llegó a ser considerada como un “Estado fallido” o “cuasi fallido”, concepto construido por la diplomacia coercitiva de Washington y pasaporte para intervenir en los asuntos internos, algunas veces no solo con la venia sino por petición de gobiernos en serios problemas.1


El narcotráfico convirtió al “Tibet de Suramérica”–figura que usó el presidente Alfonso López Michelsen en los años setenta para describir a Colombia como una nación cerrada al mundo–, en el “principal centro mundial del tráfico de cocaína”.2 En 1976 el país era ya el principal productor y exportador de marihuana, época de la llamada “bonanza marimbera” que duró poco, hasta 1985, gracias a la combinación de tres factores: los programas de erradicación masiva presionados por Washington, el traslado de los cultivos a los Estados Unidos y el cambio en los patrones de consumo –la generación del peace and love dio paso a la de los yuppies y las celebrities de Hollywood que preferían drogas más fuertes–. Con el progresivo declive del negocio marimbero cogió vuelo uno mucho más lucrativo, la producción de cocaína. Y con el negocio de la cocaína nacieron, crecieron y se desarrollaron los grandes carteles que, poco a poco, abarcaron todos los eslabones de la cadena; la violencia creció y se especializó con asesoría de mercenarios extranjeros, y guerrillas y grupos paramilitares se fortalecieron y ampliaron sus zonas de influencia. El conflicto armado se exacerbó y fue cada vez más evidente que las instituciones del Estado –permeadas por los dineros calientes–, carecían de la capacidad y/o la voluntad para controlar todo el territorio, para enfrentar y contener las violencias asociadas al fenómeno.


El narcotráfico volvió visible a Colombia para la comunidad internacional, pero sobre todo para los Estados Unidos, centro de nuestra política exterior y aliado especial en virtud de acuerdos de todo tipo –militares, de policía, de justicia, de comercio, de la lucha contra el narcotráfico…–. Una relación tradicionalmente cercana –la mirada puesta en el norte, respice polum–, con estrecho margen de maniobra por parte de Colombia y siempre enmarcada en los principios de la seguridad y el interés nacional. El interés nacional de los Estados Unidos, de tal forma que ninguna negociación –de comercio, de paz, de lucha contra las drogas–, ha estado por fuera de ese horizonte. La necesidad de cooperación económica como apoyo a los esfuerzos internos en la lucha contra la guerrilla y el narcotráfico, explica en muy buena parte por qué las políticas antidrogas de los gobiernos colombianos han sido el resultado de acuerdos bilaterales o de la imposición unilateral de estrategias diseñadas en Washington. La subordinación y/o la aceptación intencional y pragmática de las reglas de juego de los Estados Unidos constituyen un patrón de conducta del Estado colombiano. Los enfoques o políticas alternativas propias han tenido muy poco espacio.


“Guerra contra las drogas”: etapas y leves giros


El gobierno de Richard Nixon (1969-1974) durante el cual fue creada la DEA,3 puso la primera piedra de la “guerra contra las drogas”. Criminalizó las drogas con respaldo del Congreso y declaró el consumo –impulsado por el movimiento contracultural antisistema y el rechazo a la guerra de Vietnam–, como el “enemigo público número uno”. Nixon responsabilizó del problema a los países productores y presionó a gobiernos como los de Tailandia y Turquía para que erradicaran los cultivos ilícitos. Colombia aún no figuraba como el plato principal en el menú de los países productores. Y en el ámbito doméstico destinó miles de millones de dólares a programas de control y reducción del consumo en las comunidades negras e hispanas.


En la administración de Gerald Ford (1974-1977) la guerra siguió, aunque con menos intensidad debido a la fuerte presión de un movimiento nacional a favor de despenalizar el uso personal de la marihuana. La sociedad colombiana, por su parte, se mostraba indiferente o complaciente con el auge de la marihuana y el gobierno de López Michelsen (1974-1978), que intentaba ampliar el espectro de las relaciones internacionales, mantenía una política de laissez faire frente a lo que entonces se consideraba algo marginal. El problema era de los Estados Unidos que no controlaba el consumo interno, no de Colombia, donde la subversión, los graves conflictos sociales y una economía recalentada centraban la atención del gobierno.


La administración de Jimmy Carter (1977-1981) introdujo un enfoque alternativo, con cierto grado de tolerancia frente a las drogas. No todas podían incluirse en el mismo paquete, era necesario catalogarlas según su grado de peligrosidad y asumir el consumo problemático como un asunto de salud pública. Pero en lo relativo a los cultivos ilícitos mantuvo la misma postura de sus antecesores y presionó, y de qué manera, para que el gobierno de Julio César Turbay (1978-1982) llevara a cabo un programa de fumigación aérea de cultivos de marihuana en la Sierra Nevada, la “Operación Fulminante”, que combinó el uso del paraquat con la presencia de diez mil soldados (1978). La intención inicial del mandatario de continuar con la política exterior de López Michelsen, terminó en un alineamiento incondicional con Washington durante el resto del mandato, que coincidió con los dos primeros años de la presidencia de Ronald Reagan (1981-1989). Los unía el anticomunismo y la amenaza de las guerrillas marxistas tanto en Colombia como en Centroamérica. Eran los tiempos de la Guerra Fría.


Reagan inició una segunda fase de la guerra, más intensa y de mayor alcance que la de Nixon. Declaró oficialmente el narcotráfico como un asunto de seguridad nacional, y así elevó su rango a la categoría de asunto central de la política exterior y preparó el terreno para la creciente participación militar en la cruzada antinarcóticos. Estaban vigentes la Convención Única sobre Estupefacientes (1961), modificada por el Protocolo de 1971, y el Convenio sobre Sustancias Sicotrópicas de 1972, todos basados en el paradigma prohibicionista. Un escenario de cooperación coordinada con las organizaciones internacionales, que dio patente de corso a la expansión de la jurisdicción de las agencias estadounidenses en todo lo relacionado con el tráfico de drogas.4 Reagan apuntó su dedo acusador hacia los países productores y centró su estrategia en la erradicación de la producción. Colombia, principal exportador de cocaína a los Estados Unidos, se convirtió en escenario privilegiado de la guerra, y Washington usó la diplomacia como instrumento de coerción.


Un ligero distanciamiento de la estrella polar marcó los primeros dos años de la presidencia de Belisario Betancur (1982-1986). Incorporó al país en el Movimiento de los Países No Alineados (Noal), abrió las puertas de la negociación con las guerrillas e hizo parte del Grupo de Contadora para la búsqueda de la paz en Centroamérica. Pero en la segunda mitad del gobierno, en medio de una negociación con las Farc que no avanzaba, el asesinato del ministro de Justicia, Rodrigo Lara, por orden del cartel de Medellín, obligó al presidente a dar un giro de ciento ochenta grados. De oponerse a la extradición por razones nacionalistas y de soberanía, pasó a apoyarla y anunció que extraditaría a los narcotraficantes. La decisión desató una dinámica que derivó en una nueva guerra, la de los carteles de Medellín y Cali contra el Estado.


El ascenso de George H. Bush (1989-1993) a la presidencia coincidió con el momento en que Colombia registraba niveles épicos de violencia, violencias cruzadas alimentadas por el narcotráfico –narcoterrorismo, paramilitarismo, guerrillas…–. Tras el magnicidio de Luis Carlos Galán, ordenado y financiado por el cartel de Medellín, el presidente Virgilio Barco (1986-1990) declaró la guerra al narcotráfico y al amparo del estado de sitio restableció la extradición por vía administrativa.5 Bush le dio continuidad a la “guerra contra las drogas” y mediante la “Estrategia Nacional contra la Droga” (1989) y la “Estrategia Andina contra las Drogas” (1991) definió los términos de la cooperación entre los dos países. Contemplaban un ambicioso plan quinquenal de dos mil millones de dólares en asistencia a Perú, Bolivia y Colombia. Sobre todo, ayuda militar para tareas de interdicción, con lo cual se profundizó la militarización de la lucha contra las drogas. Pero por primera vez, aunque sin mayor compromiso, el gobierno norteamericano aceptó corresponsabilidad en el fenómeno internacional del narcotráfico.


A finales de los años ochenta, con la caída del muro de Berlín y la dilución del comunismo como principal amenaza para la seguridad, el tráfico de drogas pasó a ocupar el primer lugar en la agenda Colombia-Estados Unidos. Sin embargo, la lucha frontal contra el fenómeno no daba los resultados esperados, y cuando César Gaviria llegó a la Presidencia (1990-1994) el balance en términos de costo en vidas y estabilidad institucional para el país superaba los beneficios de la cooperación con Washington. Fue lo que permitió a Gaviria separar el narcoterrorismo –un problema interno al que había que buscarle una solución interna–, del fenómeno transnacional del narcotráfico, asunto que debía enfrentarse mediante la cooperación internacional. De ahí el margen de maniobra que tuvo para implementar la política de sometimiento a la justicia –con garantía de no extradición para los capos de la droga que se entregaran y dejaran el negocio–, y de ahí también parte de la explicación sobre por qué la Asamblea Constituyente de 1991 prohibió la extradición, uno de los pilares de la política antidrogas y mecanismo predilecto de presión de Washington. Los colombianos estaban hastiados con la violencia y la inseguridad generadas por la lucha contra el tráfico de estupefacientes librada en su territorio.


Continuar la “guerra contra las drogas” de los gobiernos republicanos o recuperar la ruta alternativa del demócrata Carter fue el dilema que enfrentó Bill Clinton cuando llegó a la Casa Blanca (1993-2001). Nadó entre dos aguas durante los dos primeros años, pues si bien le dio prioridad al tratamiento del consumo como problema de salud pública, no abandonó por completo el enfoque represivo de sus antecesores. Pero desde 1994, luego del triunfo de los republicanos en las dos cámaras y con el general (r) Barry McCaffrey a la cabeza de la Oficina de la Política para el Control de Drogas, Clinton –que aspiraba a la reelección–, empezó a ceder a la presión de sus opositores que lo consideraban “blando”, y se comprometió en forma más decidida con la política de línea dura de los republicanos. El escándalo en Colombia por la financiación de la campaña de Ernesto Samper (1994-1998) con dineros del cartel de Cali y la imagen del país como una narcodemocracia, le sirvieron para apretar las tuercas con mecanismos unilaterales como la certificación, condición para las ayudas; la llamada “lista Clinton”; la Ley Kingpin6 y la cancelación de visas. La agresiva diplomacia de la Casa Blanca debilitó a Colombia, agudizó el conflicto armado y al proyectar la crisis interna más allá de las fronteras favoreció su mayor internacionalización. El gobierno Samper, frágil y deslegitimado, se vio obligado a plegarse a las políticas de Washington, incluido el compromiso de sacar adelante un proyecto para restablecer la extradición. Fue el momento más bajo en la relación bilateral.


Las relaciones Washington-Bogotá volvieron a la normalidad con la presidencia de Andrés Pastrana (1998-2002). Mediante la “Diplomacia por la Paz” y la propuesta de un “Plan Marshall” para Colombia, Pastrana intentó vender la idea de que la solución del problema de las drogas pasaba por la solución política del conflicto interno. Colombia ya no solo era el primer cultivador de coca, sino el principal productor de cocaína, y en la producción estaban vinculados campesinos que la guerrilla usaba como escudo. El gobierno buscó apoyo a los diálogos con las Farc y ayuda económica para programas de desarrollo en las zonas cocaleras, las más afectadas por el conflicto, y para fortalecer a las Fuerzas Armadas en la lucha contra las drogas y la subversión. No podía lidiar solo con los problemas. En este contexto surgió el “Plan Colombia” como una estrategia integral antidrogas, un plan diseñado a dos manos con funcionarios norteamericanos, que terminó fusionando la lucha contra las drogas y el combate a la subversión en una sola guerra, la única forma de asegurar la ayuda de Washington. La presión de los republicanos en el Congreso jugó papel decisivo en la reconfiguración del “Plan Colombia”, y el término narcoguerrilla –acuñado en los ochenta por el embajador Lewis Tambs–, altamente funcional a la militarización de la lucha antinarcóticos y a la intervención directa de los Estados Unidos en el conflicto interno, finalmente fue consentida y auspiciada por la administración Pastrana.


Sin embargo, el balance final no era alentador: el narcotráfico no disminuyó, las organizaciones criminales no se debilitaron, aumentó la participación de los grupos armados en el negocio, y los cultivos de coca se consolidaron en las regiones tradicionales de siembra. La erradicación demostraba no ser tan efectiva. Los cultivos de coca pasaron de 50 mil hectáreas en 1995 a 137 mil en 2000. Colombia era el mayor cultivador de hoja de coca del mundo.7


Al final del siglo XX, el problema de las drogas marcaba como hierro candente las relaciones bilaterales. Colombia había asimilado sin mayor debate crítico los diagnósticos y estrategias de Washington. La agenda estaba narcotizada, el conflicto interno internacionalizado y militarizada como nunca la lucha antinarcóticos. Una combinación de factores que aumentó la necesidad de recibir y/o pedir cooperación y ayuda de Washington para enfrentar los riesgos y desafíos que el tráfico de drogas planteaba a las instituciones aún después del desmantelamiento de los carteles de Medellín y Cali.


El ascenso de George W. Bush al poder (2001-2009) significó la repotenciación de la doctrina de seguridad nacional. Volvió explícita la importancia de prevenir los conflictos y asistir a los “Estados fallidos”, y luego de los atentados del 11 de septiembre de 2001 en Nueva York y Washington, la llamada “Estrategia Nacional para Combatir el Terrorismo” (2002) incluyó la amenaza de intervención militar directa contra Estados o grupos terroristas que intentaran destruir el sistema de vida estadounidense, aún si la comunidad internacional no estaba de acuerdo. Fue el epítome del unilateralismo, la “securitización” y la militarización de la política internacional de los Estados Unidos. Y aunque Colombia no figuraba como prioridad al lado de Irán, Irak, Corea del Norte y organizaciones como Al Qaeda, el hecho de que las Farc, el ELN y las AUC estuvieran en la lista de las organizaciones terroristas del Departamento de Estado, no dejaba a Colombia por fuera del radar. Washington le dio a entender que la apuesta por la solución del conflicto interno era militar: las Farc eran un grupo terrorista vinculado al narcotráfico al que había que combatir. Negociar no era aceptable.


La política de Seguridad Democrática de Álvaro Uribe (2002-2010), respuesta al fracaso de los diálogos con las Farc, se ajustó como anillo al dedo a la doctrina y estrategias de Bush. El gobierno colombiano articuló su política interna contra la “amenaza terrorista” con la política exterior. Presentó a Colombia como un peligro para la estabilidad y seguridad regionales, y logró convertir al país en el mayor receptor de ayuda norteamericana, factor que no solo permitió una mayor intervención de Washington en los asuntos internos, sino que generó desconfianza y distanciamiento de los países de la región. El gobierno perdió margen de maniobra con actores internacionales distintos a los Estados Unidos, en contravía de la tendencia general de diversificar las relaciones internacionales. Uribe dejó a Colombia aislada de buena parte de la región, donde gobiernos de izquierda buscaban desmarcarse de Washington y sus políticas intervencionistas.8


Vientos de cambio llegaron con el nuevo inquilino de la Casa Blanca, el demócrata Barak Obama (2009-2017), que le dio un enfoque más equilibrado a la política antidrogas. La “Estrategia Nacional para el Control de la Drogas” (2010) –primer plan quinquenal para el manejo del problema–, consideró la drogadicción como un problema de salud pública, no de persecución policial, y el “Plan Nacional sobre Drogas” (2012) destinó más recursos al tratamiento y reducción del daño que a la encarcelación de los consumidores. El giro obedecía a varios factores, como el cambio de tendencia de sectores de opinión y del Congreso hacia la regulación; la despenalización del consumo de marihuana para uso medicinal en varios estados; la oposición a las políticas carcelarias, y la evidencia del fracaso de los programas de erradicación. El modelo prohibicionista estaba cediendo y el gobierno se mostraba dispuesto a buscar alternativas para modular la política existente.


En Colombia, mientras tanto, con Juan Manuel Santos en la Casa de Nariño (2010-2018) también llegaron tiempos de cambio luego de años de guerra contra la “amenaza terrorista”. Superó el alineamiento incondicional con Washington predominante en los gobiernos de Pastrana y Uribe, y en función de poner fin al conflicto interno internacionalizó la paz y diversificó las relaciones internacionales.9 Buscó cooperación más allá de los Estados Unidos y mejorar el clima regional en relación con el país; desnarcotizar y diversificar la agenda con Washington, y cambiar la imagen de Colombia ante la comunidad internacional para lograr apoyos al proceso de paz. El escenario era favorable, pues ganaban cada vez más terreno las posiciones a favor de la negociación política de los conflictos internos, y la tesis del fracaso de la “guerra contra las drogas”. Santos la acogió y la expuso desde el comienzo de su gobierno en todos los escenarios –locales e internacionales–, aunque afirmó que mientras el mundo decidía qué hacer, Colombia tenía que seguir enfrentando el narcotráfico, un problema de seguridad nacional y fuente de violencia. La estrella polar siguió siendo principal referente de la navegación de Colombia, pero el tono y el fondo de la relación bilateral cambiaron, como cambió la orientación de las relaciones con los países de la región.


Obama apoyó el proceso con las Farc, vinculadas a los cultivos ilícitos y el narcotráfico; envió un delegado especial para hacerle seguimiento a los diálogos de La Habana, y en 2016 presentó al Congreso un paquete de ayuda de 450 millones de dólares para el “Plan Paz Colombia”, con énfasis en los programas post desmovilización de la guerrilla. Fue la nueva cara, la otra cara del “Plan Colombia”, clave en el debilitamiento y la derrota estratégica de la guerrilla más antigua del mundo, que hizo posible su desmovilización.


El regreso de los republicanos al poder con Donald Trump (2017-2021), significó también el retorno de la línea dura en la política antinarcóticos. En contravía de numerosos estudios que demostraban la ineficiencia de la aspersión aérea de los cultivos ilícitos, y pese a que diez y ocho estados habían despenalizado el uso de marihuana, el mandatario volvió a los viejos patrones y profundizó la “guerra contra las drogas” y su enfoque criminal. Lanzó su plan de acción en la Asamblea General de la ONU (2018), basada en cuatro pilares: reducir la demanda, promover los tratamientos de rehabilitación, mejorar la cooperación multinacional de los organismos de seguridad, y atacar la producción. El plan fue rechazado por Brasil, Alemania, Nueva Zelanda, Nigeria y los países nórdicos porque priorizaba la criminalización sobre la prevención y la salud. Por el contrario, Colombia y México, afectados seriamente por el narcotráfico, le dieron su apoyo.


El gobierno de Iván Duque (2018-2022) acogió sin reservas la política de Trump, acorde con su agenda centrada en la represión de todos los eslabones de la cadena –incluidos cultivadores y consumidores–,10 y en volver a la fumigación aérea y a la erradicación forzosa de cultivos.11 Un regreso a la narcotización de la relación bilateral, a la adopción acrítica del enfoque prohibicionista y represivo de la lucha contra las drogas. Los dos gobiernos atribuyeron el aumento sostenido de los cultivos de coca a los incentivos contemplados en los acuerdos de La Habana para la sustitución, y a la ocupación de las zonas cocaleras que dejaron las Farc por las disidencias, el ELN y poderosas organizaciones criminales como el “Clan del Golfo”. Y las dos administraciones insistieron en la fumigación como pilar de la estrategia.


La afinidad fue tal, que Duque ideologizó la relación con Washington y revivió posturas radicales del gobierno Uribe, que se vieron reflejadas en la posición frente a Venezuela y Cuba, y en la intromisión de políticos del Centro Democrático y de funcionarios del gobierno en la campaña de reelección de Trump. El embajador en Colombia, Philip S. Goldberg, reaccionó e hizo un llamado para que políticos colombianos no metieran mano en las elecciones de su país, y un grupo de congresistas demócratas advirtió que estaba en riesgo el apoyo bipartidista con el que Colombia había contado hasta entonces. Los demócratas tomaron distancia del gobierno y no solo por esa indebida intromisión, sino por el débil apoyo a los acuerdos con las Farc y las objeciones a la Jurisdicción Especial de Paz (JEP); la insistencia en la fumigación masiva de cultivos ilícitos, y la delicada situación de derechos humanos.12


El regreso de los demócratas al poder con Joe Biden en enero de 2021, puso en dificultades al gobierno Duque, que perdió la apuesta por la reelección de Trump. El ex vicepresidente de Obama, pro acuerdos de La Habana y con mayorías en Cámara y Senado, anunció antes de su posesión que habría consecuencias para los que hubieran contribuido a la desinformación en las elecciones –el término “castrochavista” de factura colombiana, hizo parte del lenguaje trumpista para descalificar a Biden–. Un comienzo de las relaciones con Washington tenso y frío, que se fue distendiendo con el paso de los meses: una conversación telefónica con motivo de la pandemia en junio de 2021; una visita en octubre del secretario de Estado, Antony Blinken, para discutir temas de la agenda binacional, como la migración venezolana y la lucha contras las drogas; y un mes después un apretón de manos durante la Convención Marco de la ONU sobre Cambio Climático. Solo hasta marzo de 2022 se produjo el primer encuentro oficial de los dos mandatarios, gracias entre otras razones a la gestión del repitente embajador Juan Carlos Pinzón, remplazo del polémico Francisco Santos y conocedor de los intríngulis políticos de Washington. El encuentro devolvió las relaciones al cauce normal. Un indicador, la asignación del presupuesto más alto de la década para Colombia, del cual se destinaron cuarenta millones de dólares para ayuda a las Fuerzas Armadas, y 189 millones para la lucha contra el narcotráfico, pero condicionado el desembolso del 20 por ciento de esos recursos a una certificación del Departamento de Estado. Sobre respeto a los derechos humanos en el caso de los militares, y en el segundo caso sobre la implementación de los programas de erradicación de cultivos y garantías de seguridad para las zonas cocaleras, y el acato por los acuerdos con las Farc.


Duque terminó su mandato con muy bajos índices de favorabilidad y dejó como legado al nuevo gobierno el Estatuto de Protección a los Migrantes –su mayor logro frente a los problemas con Venezuela–, pero en general una política exterior ideologizada en momentos en que el gobierno Biden inicia un proceso cauteloso de deshielo de las relaciones con Venezuela y Cuba. Y en cuanto a la política antidrogas, los resultados son precarios, pues aunque aumentó el número de decomisos de toneladas de cocaína y la erradicación forzosa redujo el área sembrada de coca –tendencia registrada desde 2017–, la producción del alcaloide aumentó, según el Informe UNODC de julio de 2021. Por otra parte, no pudo cumplir la promesa de reanudar la fumigación aérea, pues los programas no se ajustaban a los requisitos exigidos por la Corte Constitucional. Pero cobró como gran triunfo la extradición de Otoniel (mayo de 2022) al punto de afirmar que era el fin del “Clan del Golfo”, pronóstico hecho trizas por el paro de cuatro días decretado por esa organización criminal, que paralizó más de 178 municipios en 11 departamentos. Una demostración más del fracaso de la política de seguridad y del inmenso poder del narcotráfico.13


Trazado a brochazos, este panorama recoge las distintas etapas de las relaciones Estados Unidos-Colombia desde mediados de los años setenta y las razones por las cuales los gobiernos colombianos no solo han dependido, aceptado o moldeado, con más o menos convicción, la política antidroga de Washington, sino que han permitido diferentes grados de intervención en los asuntos domésticos. Y aunque cada etapa, cada gobierno aquí y allá, tienen características propias, lo cierto es que, en términos generales y con muy ligeras variaciones, el Estado colombiano ha privilegiado la relación con Washington y el modelo prohibicionista de la política antinarcóticos, incorporado por influencia de los Estados Unidos al Régimen Internacional de Control de Drogas.14 Los planetas alineados.


¿Por qué la extradición?


La intervención de Washington en los asuntos internos de Colombia puede reducirse a tres asuntos claves: fumigación de cultivos ilícitos, militarización de la lucha antidrogas y extradición, un instrumento de cooperación internacional judicial, herramienta clave de la política antidrogas que desató una ofensiva terrorista en los años ochenta y acabó convertida en arma de doble filo, en zanahoria y garrote según la coyuntura y las necesidades; en carta de negociación con los grupos armados; en instrumento político y de coerción. Un mecanismo de aplicación discrecional de los gobiernos que no pocas veces ha servido de disfraz para ocultar la incapacidad de la justicia colombiana para juzgar a sus nacionales o esconder los intereses del Ejecutivo para dejar escapar verdades incómodas, o para mostrar buena cara a la hora de pasar el sombrero y recibir jugosas ayudas y palmaditas de aprobación. Sobre esa figura, siempre rodeada de controversias, trata este libro. Extradición relacionada con casos de narcotráfico y requerimientos de cortes norteamericanas, razones por las cuales omito casos tan sonados como los del exministro Luis Felipe Arias y el empresario Carlos Matos.


Pero… ¿por qué escribir sobre la extradición si hay docenas de libros, ensayos, estudios, tesis de grado, informes y miles de artículos, reportajes, crónicas y columnas sobre el tema? Fue la primera pregunta que me asaltó cuando Édgar Téllez, compañero de oficio en la vieja revista Cambio y ahora editor de periodismo de Editorial Planeta, me propuso escribir sobre la extradición en Colombia. ¿Qué cosas nuevas podía aportar? ¿Qué podía decir que no se hubiera dicho? ¿Qué ángulo novedoso u original podía dar? Ninguno, pensé y mi respuesta fue negativa. Sería como llover sobre mojado. Téllez, que nunca se da por vencido, me pidió que lo pensara. Estaba comenzando el acuartelamiento de primer grado al que nos llevó la pandemia. Me sumergí como loca en la lectura de lo que tenía a mano en mi biblioteca y navegué por internet en busca de información hasta que tomé la decisión de meterme en esta aventura que, debo confesar, fue mi tabla de salvación en medio del naufragio. Me dio foco y sentido en los casi dos años que estuve encerrada en mi casa, enclaustrada y clavada frente a un computador que, al final, sacó la mano. Gajes del oficio.


Este libro no es académico, no es un ensayo, no es la última palabra en la materia –ni más faltaba semejante pretensión–. Es solo un aporte periodístico, un trabajo de notariado y registro, de seguimiento y recopilación de hechos, de debates jurídicos y políticos, de intentos de negociación, de enfrentamientos entre fiscales, de choques de trenes, de cambios de jurisprudencia, de presiones y amenazas de los carteles para tumbar la extradición, y de Washington para hacerla efectiva por coacción o con la venia genuflexa de los gobiernos.


Este libro es un intento de tejer y entretejer los últimos cuarenta años de nuestra historia alrededor de un instrumento diseñado, en principio, como mecanismo de cooperación judicial con los Estados Unidos para la lucha contra las drogas, que murió con la Constitución del 91, resucitó de entre los muertos en 1997, y que ha sido utilizado no siempre como mecanismo judicial, sino más bien como instrumento político. Los gobiernos sacan pecho por el número de extraditados, y las promesas de cooperación en los casos de los grandes capos extraditados, cuya ausencia entorpece los procesos de verdad, justicia y reparación, se quedan en eso, en promesas. Estados Unidos privilegia los delitos relacionados con el narcotráfico. Las violaciones de los derechos humanos y los delitos de lesa humanidad que acumulan los cabecillas del narcotráfico no son su problema. Y los gobiernos colombianos, por regla general, dan prioridad a las relaciones con Washington. Las víctimas que esperen y el narcotráfico ahí. No cede.


Este libro no es para expertos ni para iniciados. Es para aquellos interesados en saber qué ha sucedido con la extradición en las últimas décadas, gobierno tras gobierno. Una historia escrita con sangre que las nuevas generaciones desconocen. Un libro para hacer memoria, pero sobre todo para no tragar entero. Porque sobre la extradición hay todavía mucho por decir y no tanto como para cantar victoria.
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10. Duque se opuso a la despenalización de la dosis mínima aprobada en 1994 y en 2008, expidió un decreto que permite a la Policía decomisar la dosis mínima de droga, multar al portador y destruir lo incautado.


11. En 2005, el Consejo Nacional de Estupefacientes suspendió la fumigación aérea con glifosato bajo el principio de precaución, basado en un concepto de la Organización Mundial de la Salud según el cual ese herbicida químico es potencialmente cancerígeno. La Corte Constitucional falló a favor de la suspensión de las aspersiones por sus efectos nocivos sobre cultivos, animales y comunidades.


12. En julio de 2020 en una carta al secretario de Estado, Mike Pompeo, 94 congresistas demócratas le pidieron presionar al gobierno Duque para que cumpliera con los acuerdos pactados con las Farc, y se comprometiera con la protección de los líderes sociales y activistas de derechos humanos que seguían siendo siendo asesinados.


13. El caso de Otoniel recuerda al del Chapo Guzmán en México, cuya extradición a los Estados Unidos llevó a plantear el fin del “Cartel de Sinaloa”, uno de los aliados del “Clan del Golfo”. Pero la extradición del Chapo no significó ni el fin de la organización criminal, ni la reducción del narcotráfico y, al final, sus víctimas no supieron en realidad qué pasó, ni quiénes más fueron responsables de los crímenes.


14. El conjunto de principios, reglas, normas o procedimientos globales bajo las cuales la comunidad internacional en su conjunto y los Estados en particular, enfrentan el narcotráfico.









PRÓLOGO


En nuestro país es imposible entender la dinámica de la política, la evolución de la política exterior y las estrategias de lucha contra el crimen organizado sin hacer referencia al espinoso asunto de la extradición. La extradición es una figura que atraviesa transversalmente una buena parte de la torturada historia de nuestro país durante la segunda mitad del siglo XX. Aún hoy sigue siendo protagonista del proceso político colombiano y de nuestra relación con Estados Unidos. De hecho, es incluso posible sugerir que este instrumento jurídico ha estado en el centro y ha sido el hito fundamental de nuestra eterna y fallida lucha contra las drogas.


La extradición ha sido el casus belli central de los encuentros y desencuentros que han demarcado el devenir de los vínculos bilaterales entre Washington y Bogotá. En otras palabras, entender el recorrido de las definiciones e indefiniciones alrededor de la extradición y la naturaleza del diálogo político y estratégico que ha tenido lugar alrededor de este mecanismo es de vital importancia para dilucidar la lógica de la política para combatir las drogas ilícitas. Comprender las tripas del diseño y la formulación de la parte más importante de nuestra política exterior, la relación bilateral con Estados Unidos es imposible sin desentrañar los conflictos e ires y venires del asunto de la extradición.


Paradójicamente, a pesar de la importancia del tema de la extradición en el devenir histórico de la Colombia contemporánea, han sido escasos los esfuerzos por contar esa historia y reconstruir analíticamente el recorrido político del desafío que ha representado ese mecanismo para el país. En buena hora María Elvira Samper asumió la labor de llenar este vacío. Este libro es una herramienta fundamental para entender todos los dilemas y las contradicciones de la dimensión nacional e internacional de nuestra lucha contra las drogas.


En la discusión política y legal sobre el tema de la extradición se combinan todas las preguntas, todas las inseguridades y todas las confusiones que han caracterizado la forma de relacionarnos, como sociedad y como Estado, con las drogas ilícitas. La tensión, tanto legal como política más sobresaliente e interesante es aquella que existe entre las posiciones soberanistas y aquellas que denominaré globalistas. De un lado, los soberanistas arguyen que un Estado soberano debe preservar y defender su derecho a juzgar a sus propios ciudadanos, bajo las reglas del juego en materia de castigos y procedimientos que contemplan sus propias leyes. Las versiones más nacionalistas le imprimen un toque de dignidad a esta interpretación e invocan constantemente el derecho a la no intervención y a la autodeterminación. A esta posición, como lo describe la autora con precisión, se han acercado diversos actores por principio o por puro oportunismo: desde las convicciones autárquicas del centro-izquierda nacionalista, hasta los miembros de los carteles de la droga que insisten en su preferencia por una cárcel “en casa”.


De otro lado, los globalistas creen en que, tratándose de un delito en esencia transnacional como el narcotráfico, no tiene mucho sentido pensar en formas de judicialización y otorgamiento de castigos puramente nacionales. De hecho, la lucha contra el narcotráfico tiene más posibilidades de éxito si se mueve a través de las fronteras y trabaja sobre la base de la cooperación internacional. Al final, así mismo opera el delito del narcotráfico; se trata de jugar con sus mismas reglas. Además, la debilidad del sistema judicial colombiano y su vulnerabilidad ante el inmenso poder corruptor de las mafias hace que defender la posición nacionalista termine siendo tan solo otra forma de asegurarle impunidad a los narcotraficantes. La extradición, según este último argumento, es casi una forma de “outsourcing” de nuestro propio sistema de justicia, débil, corruptible y manipulable.


Lo que demuestra el recorrido histórico, riguroso y escrupuloso, que reconstruye María Elvira Samper en este libro, es que, en los momentos de mayor asedio del poder del narcotráfico, en los momentos de mayor recrudecimiento de su violencia en contra del Estado y de la ciudadanía, han sido los momentos en los que el argumento globalista, por pura y física indefensión y miedo, ha tendido a prevalecer. Pero cuando el equilibro de fuerzas entre el Estado y las mafias es más claro o aquellas coyunturas en las que el Estado ha tendido a ganar la partida, entonces tiene lugar una suerte de actitud envalentonada de la clase política que le permite al Estado colombiano defender con más contundencia su poder y su capacidad de juzgar a sus propios delincuentes.


Si uno quiere, incluso puede presionar un poco más este argumento y sugerir que la extradición es un mecanismo que adquiere valores políticos y legales muy variados dependiendo de la coyuntura en la que una discusión sobre su validez tiene lugar. Recientemente, durante las negociaciones de paz, la posibilidad de que los miembros de las Farc fuesen pedidos en extradición por su participación en delitos relacionados con el narcotráfico estuvo sobre la mesa y al igual que la eventual repatriación de Simón Trinidad. La extradición pudo haber sido un obstáculo insalvable para el proceso de paz porque como lo sugirió el expresidente Santos: “No creo que ningún guerrillero vaya a entregar las armas para ir a morir a una cárcel norteamericana” y no lo fue, al contrario, el que Estados Unidos o el gobierno colombiano no la invocaran contribuyó al éxito de las negociaciones.


Pero la extradición, paradójicamente y a pesar de ser contemplada como una forma extrema e ineludible de judicializar y castigar, más recientemente se ha convertido en una forma de evadir responsabilidades no relacionadas con narcotráfico sino más bien con violaciones a derechos humanos y otros delitos que es muy posible que nunca lleguemos a conocer. En un giro irónico, quienes antes decían que preferían una tumba en Colombia que una cárcel en Estados Unidos, buscan ahora llegar a acuerdos con la DEA y los fiscales para que sean extraditados lo más pronto posible. Además, algunos de sus antiguos aliados locales, enquistados aún en el Estado o en la clase política, buscan activamente que se les envíe a esos destinos para evitar comprometedoras declaraciones, testimonios y pruebas que develen su complicidad.


Después de la extradición de Salvatore Mancuso y otros miembros de las Autodefensas Unidas de Colombia en el 2008, “solo cinco de los treinta extraditados siguieron cooperando con la justicia colombiana para esclarecer la verdad. Uno de ellos fue Mancuso, pero después de un tiempo dejó de hacerlo. Esto impidió la reparación integral de las víctimas. Además, y a raíz de la extradición, Justicia y Paz perdió credibilidad. A pesar del esfuerzo colombiano, a los paramilitares solo se les juzgó en Estados Unidos por las actividades de narcotráfico hacia ese territorio, lo cual perpetuó la idea de que no responderían por los múltiples delitos cometidos en territorio colombiano.


Finalmente, la extradición impidió que los extraditados cooperaran en procesos por corrupción o violaciones de los DDHH. Las investigaciones adelantadas por fuera de Justicia y Paz también quedaron bloqueadas.”1


Finalmente, y durante las etapas más álgidas de la guerra contra los carteles y ante una inmensa y latente debilidad del Estado colombiano, la extradición fue la espada de Damocles que pendió sobre los narcotraficantes, que arrinconó y puso a la defensiva a esos grupos ilegales. Tal era el temor que le tenían a pagar una condena por narcotráfico en cárceles estadounidenses, que su arremetida violenta contra el Estado y contra la sociedad colombiana fue tan solo proporcional a su miedo y a su temor reverencial frente a la justicia de la potencia.


Así las cosas, y como lo ilustra María Elvira Samper a lo largo de este libro, la extradición dista mucho de ser una herramienta legal cuya aplicación sea procedimental y de trámite. Al contrario, se trata de un instrumento político usado para servir a muy diversos objetivos. No es simplemente un arma para imponer justicia, puede ser un atajo para proveer impunidad; es simultáneamente una demostración de la debilidad de nuestro Estado y de nuestro sistema de justicia, y un despliegue de estoicismo y resistencia de una sociedad y unas instituciones agobiadas por la violencia del narcotráfico y dispuestos a aguantar un recrudecimiento de esa violencia con tal de hacer desaparecer en el confín de las cárceles de alta seguridad estadounidense a sus autores. La extradición es, al mismo tiempo, un síntoma de cansancio y fatiga, pero también de decisión y valentía.


Por esa misma razón es posible que el significado político y social de la extradición haya cambiado tanto con el paso del tiempo. Si en el pasado era el origen de todos los miedos de los carteles del narcotráfico, hoy la extradición se convirtió en una herramienta mucho más amigable y a la que se le teme menos. Los esquemas de cooperación con la justicia usados en Estados Unidos han permitido a los delincuentes pagar sus penas, y una vez lograda su liberación han podido evadir a la justicia colombiana. Hoy gozan de su libertad en el exterior con solicitudes de asilo y permisos indefinidos de trabajo. La resistencia vehemente y violenta hacia la extradición prácticamente ha desaparecido del modus operandi criminal en Colombia.


Finalmente, quisiera resaltar una idea que desafía la percepción popular de que la extradición ha sido un mecanismo impuesto por Estados Unidos y que Colombia no ha tenido ningún margen de acción frente al funcionamiento de la misma. Si bien no hay que llamarse a engaños y pensar que en el proceso de negociar el mecanismo y su uso ambos países han tenido la misma capacidad e influencia, creo que tampoco es acertado irse al extremo contrario y sugerir que Colombia se ha quedado prácticamente sin poder de decisión en este tema y que Estados Unidos unilateralmente decide siempre quién, cómo y bajo qué términos se extradita.


El recorrido analítico que aquí nos presenta María Elvira Samper demuestra que la realidad sobre la extradición se halla en algún lugar en medio de estas dos premisas aparentemente excluyentes. Este libro narra cómo, en distintos momentos, Colombia debatió álgidamente su decisión de extraditar o no hacerlo (por ejemplo, creo que uno de los momentos más elocuentes fue el de la Constituyente que aquí se narra en detalle) y cómo varios gobiernos optaron por no extraditar en diversas ocasiones a pesar de las presiones estadounidenses y de otros sectores que recibieron constantemente. Claro, jamás fue una discusión libre de presiones y coerción por encima y por debajo de la mesa, pero en política difícilmente alguna discusión se da libre de intereses, aspiraciones y mucho menos cuando está en juego el dilema de hacer justicia contra los más sanguinarios y poderosos criminales.


En el futuro el estudio de la política colombiana de los últimos cincuenta años tendrá mucho que agradecer al juicioso y exhaustivo trabajo de la periodista, cronista e historiadora María Elvira Samper. Este libro es una piedra angular para todo el que quiera, desde la orilla de la academia o desde la óptica del lector interesado en la realidad nacional, entender cómo se interceptan e interactúan el fenómeno del narcotráfico con la dinámica de las políticas públicas, el funcionamiento de las instituciones y las realidades, muchas veces amargas, de nuestra democracia.


SANDRA BORDA GUZMÁN2
Bogotá, mayo del 2022.
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CAPÍTULO 1
La caja de pandora


El 2 de mayo de 1984 fue un día caluroso y húmedo como tantos otros en la ciudad de Neiva, Huila, pero en la catedral La Inmaculada, además del calor insoportable, el ambiente era de gran tensión y dolor contenido. Frente al ataúd cubierto con la bandera de Colombia donde reposaban los restos del ministro de Justicia Rodrigo Lara Bonilla –asesinado dos días antes por un sicario al servicio del cartel de Medellín–, su joven esposa Nancy y sus tres pequeños hijos eran la imagen misma de la desolación y la impotencia.


En medio de un silencio apenas interrumpido por sollozos y ante una audiencia en la que se mezclaban allegados y seguidores genuinamente compungidos, el gabinete en pleno y un puñado de políticos hipócritas, el presidente Betancur –visiblemente golpeado– comunicó su decisión de extraditar nacionales: “¡Alto ahí, enemigos de la humanidad! Colombia entregará a los delincuentes solicitados por la Comisión de Delitos de otros países para que se les castigue de manera ejemplar en esta operación universal contra un ataque también universal”.1


Horas antes había declarado turbado el orden público y el estado de sitio, a cuyo amparo decretó el embargo y secuestro de los bienes de los mafiosos y el traslado de los delitos relacionados con el narcotráfico a la justicia penal militar.2 Y había advertido en una intervención televisada la noche anterior que el gobierno respondería al desafío de las mafias: “Para los insensatos, para los recalcitrantes, para los enemigos públicos declarados, no habrá consideración distinta de la aplicación de la ley. Nuestro Estado no permitirá jamás la destrucción de la sociedad. Y actuamos bajo el signo de respeto a los derechos humanos, la comunidad y el Estado que la representa y puede brindar protección sin lanzarse a excesos. Pero vamos sobre todo a librar una guerra contra los narcotraficantes. El Gobierno colombiano les acepta el desafío”.3 Sin duda, una ofensiva frontal contra los traficantes de droga.


Minutos después habló Luis Carlos Galán, director del Nuevo Liberalismo, y en su intervención se destacó la referencia a la internacionalización del delito y a la búsqueda de soluciones concertadas a nivel internacional: “La lucha contra el narcotráfico no puede ser entendida como si fuese la tarea de un puñado de idealistas que mueren como Rodrigo Lara Bonilla, ni la responsabilidad de un sector político específico mientras los demás guardan silencio por cobardía, impasibilidad o complicidad, convencidos de que esto es simple puritanismo o una batalla de moralistas ingenuos o ilusos (…) La corrupción que genera la droga amenaza disolver a Colombia o por lo menos debilitarla en el manejo de sus demás conflictos sociales (…) es preciso comprender que la humanidad ya vive una época irreversible de internacionalización del delito y que se multiplicarán las formas del crimen organizado (…) Se necesita, entonces, seguir adelante en la búsqueda de soluciones concertadas en el nivel internacional y, sin demora, perfeccionar y utilizar instrumentos jurídicos existentes que ya superan la asistencia jurídica local. Nuestro Estado tiene claros deberes, pero los gobiernos de las grandes potencias consumidoras de droga no pueden reducirlo todo a ejercer presiones sobre un país, sin adelantar esfuerzos mayores para eliminar el problema en su propio territorio”.4


El asesinato del ministro Lara –el primero de un funcionario de ese rango en la historia del país–, obligó a Betancur a darle una vuelta de tuerca a su posición inicial contra la extradición de nacionales, basada en razones nacionalistas y de soberanía, de lo cual había dejado constancia en noviembre de 1983 cuando negó las extradiciones de dos traficantes de cocaína –Emiro de Jesús Mejía y Lucas Gómez van Grieken–, pese a que el Tratado de Extradición firmado con los Estados Unidos en 1979 estaba vigente.


La negativa causó una profunda molestia en la Casa Blanca y así lo manifestaron tanto el Departamento de Justicia en una nota de protesta dirigida a la Cancillería colombiana, como el embajador de los Estados Unidos en Bogotá, Lewis Tambs, en duras declaraciones públicas: “Si nosotros vamos a colaborar para luchar contra esos sujetos, contra esa gente que no tiene patria, Colombia también tiene que colaborar recíprocamente y eso incluye la extradición”.5


Para ese momento, las relaciones con Washington eran de alta tensión no solo por la postura antiextradición, sino porque la mayor atención y esfuerzos del gobierno se centraban en el diálogo con las guerrillas y no en el narcotráfico y, en términos generales, porque la intención era romper el alineamiento automático con Estados Unidos. Muestra de esto, la inclusión de Colombia en el Movimiento de los Países No Alineados y la participación en el Grupo de Contadora para buscar una solución política a los conflictos armados en Nicaragua, Guatemala y El Salvador.


En este contexto fue paradójica la actitud del ministro Lara pues, aunque estaba convencido de que la extradición era el instrumento más eficaz para combatir el narcotráfico, se sintió obligado a defender la posición del gobierno y, en contravía de sus convicciones, acabó firmando las resoluciones que negaban la extradición de los dos narcotraficantes. ¿Por qué? El periodista Fabio Castillo sostiene en su polémico libro Los jinetes de la cocaína, que fue un gesto de gratitud con el primer mandatario, que lo apoyó y lo mantuvo en el cargo luego del escándalo que le armaron los representantes Ernesto Lucena y Jairo Ortega –fichas de Pablo Escobar–, durante un debate en la plenaria de la Cámara.6 Un debate sobre la infiltración de dineros calientes en la política, la economía y el fútbol profesional, que desde el Senado había promovido el propio Lara semanas antes de ser nombrado ministro. Ortega lo acusó de recibir un millón de pesos de Evaristo Porras, un oscuro personaje con antecedentes de narcotráfico en Perú, para financiar su campaña al Congreso. Un montaje fríamente calculado para enlodar al ministro.


Espoleado y herido por el escándalo, Lara emprendió una cruzada contra los capos de la droga: ordenó reactivar procesos que hibernaban en los anaqueles de los juzgados –entre ellos uno contra Escobar–, y desde su despacho y de la mano del coronel Jaime Ramírez, director de Antinarcóticos de la Policía, coordinó una serie de operaciones contra los negocios y los bienes de las mafias. Las amenazas aumentaron y en agosto denunció un complot para asesinarlo. Betancur le ofreció una embajada para sacarlo del país con el fin de protegerlo, pero la muerte se cruzó en el camino.


Deudas por cobrar


Lara Bonilla perdió la batalla de su propia vida en la guerra abierta contra los capos de la droga, que le cobraron con sangre grandes deudas acumuladas. Una de ellas, la primera, el rechazo de su partido, el Nuevo Liberalismo, al apoyo ofrecido por el movimiento Renovación Liberal de Antioquia en la campaña para Congreso de 1982, porque en sus listas figuraban Jairo Ortega y Pablo Escobar; personajes que al final y gracias a una alianza con Alternativa Liberal, el grupo de Alberto Santofimio Botero, lograron curules en la Cámara de Representantes. Fue la primera vez que el narcotráfico llegó al Congreso y fue desde allí desde donde Escobar y compañía urdieron la celada contra el ministro, a solo dos semanas de haber asumido el ministerio.


Por otra parte, y por encima de todo, Escobar quería vengarse de Lara porque lo había expuesto en el debate de marras, cuando lo acusó, de frente y en voz alta, de narcotraficante y fundador del MAS.7 Y también sumó a esas cuentas una nota que, días después del debate, publicó El Espectador –gran aliado de Lara–, que recordaba que Escobar y su primo Gustavo Gaviria habían sido capturados por introducir coca por Ipiales en 1976. Por cuenta de todo eso, Escobar se ganó un auto de detención, perdió la investidura y Estados Unidos le canceló la visa.


Los jefes del cartel de Medellín también le cobraron no haber firmado la resolución presidencial que negaba la extradición de Carlos Ledher, requerido por un tribunal de Florida, y que llegó a su despacho en noviembre de 1983. Tampoco le perdonaron los numerosos golpes contra sus negocios, entre ellos, el desmantelamiento de un complejo de laboratorios en los llanos del Yarí, entre Meta y Caquetá, en marzo de 1984. Una operación al mando del coronel Jaime Ramírez en la que fueron detenidas 44 personas; destruidos 13 laboratorios y varias pistas de aterrizaje; decomisadas 13.8 toneladas de cocaína, una flotilla de aeronaves, miles de canecas de éter y acetona, armas, plantas eléctricas, toneladas de alimentos enlatados, y recuperados libros de contabilidad y documentos que vinculaban a Escobar, los hermanos Ochoa y Gonzalo Rodríguez Gacha con el complejo. Este golpe –un gran triunfo del gobierno– fue no solo el más contundente dado hasta entonces contra el narcotráfico, sino la firma de la partida de defunción del ministro, quien presentía que lo iban a matar. Una semana antes de ser asesinado, le había dicho a una de sus hermanas: “Antes que morir políticamente, prefiero morir físicamente, prefiero perder la vida física que la vida política”.8


El asesinato de Lara, la decisión del presidente de poner en práctica la extradición, y la ofensiva sin precedentes contra las mafias, marcaron un punto de inflexión en la lucha contra las drogas en el país. Así lo interpretó entonces el prestigioso columnista Enrique Santos Calderón en su columna “Contraescape”: “El asesinato de Lara partió en dos el gobierno de Betancur. Lo obligó a cambiar de prioridades y de estilo (…) Cerrar filas con Estados Unidos en la guerra contra el comercio internacional de drogas aparece como más importante que los esfuerzos por distanciarse de Washington para evitar la guerra en Centro América”.9


Fue un giro de 180 grados que desencadenó “campañas terroristas de violencia dosificada, selectiva e indiscriminada contra la extradición”.10 Fue el principio del fin de la predominante permisividad con el narcotráfico, de la indiferencia –ingenua o calculada– de sectores políticos y sociales frente a la emergencia de unos nuevos ricos con fortunas de dudosa procedencia de quienes sacaban provecho. Fue el crudo y cruento despertar de la sociedad frente a un fenómeno cuyas nefastas consecuencias no alcanzaba a imaginar. Fue el paso a la guerra, a una guerra sin cuartel hasta entonces inédita, que dejó numerosas víctimas y que alcanzó a poner en jaque al Estado y a sus instituciones a finales de la década de 1990.


Negociación: primer intento


La ofensiva oficial tras la muerte del ministro Lara constituyó una notificación a los barones de la droga de que los tiempos del laissez faire habían terminado. Alertados, decidieron huir y buscar refugio en Panamá, seguros de que el dictador Manuel Antonio Noriega, para nada ajeno al tráfico de drogas y de armas, iba a protegerlos.11 Y es desde allí desde donde, en un intento para salvar el pellejo, redactaron una propuesta para el gobierno Betancur. Una iniciativa cínica y temeraria resumida en un documento de seis páginas titulado “Rendición incondicional”, que no llevaba firmas. No era necesario, los proponentes reconocían que controlaban entre el setenta y el ochenta por ciento del narcotráfico. Es decir, Pablo Escobar, el clan de los hermanos Ochoa Vásquez, Gonzalo Rodríguez Gacha, el Mexicano y Carlos Lehder.


La propuesta estaba divida en dos partes. La primera pretendía ser un análisis del origen y significado del narcotráfico en Colombia. La segunda era la oferta concreta o “puntos de acción inmediata”: desmontar el negocio con entrega de laboratorios, pistas y aeronaves; identificación de zonas de coca y marihuana; retiro de la política; repatriación de capitales y reincorporación a la vida legal; no aplicar el Tratado de Extradición, revisar el Estatuto de Estupefacientes, y no perseguir a sus familias. Al final pedían, si el gobierno lo consideraba conveniente, informar a las autoridades de los Estados Unidos sobre su plan de entrega.


El 4 de junio, El Tiempo filtró el documento con gran despliegue en primera página: “Narcotraficantes formulan propuesta al gobierno nacional”. La noticia generó un tsunami político no solo por el contenido mismo de la propuesta y porque dejaba en evidencia que el presidente Betancur la tenía engavetada desde hacía un mes, sino por la calidad de los intermediarios, el expresidente Alfonso López Michelsen y el procurador general de la nación, Carlos Jiménez Gómez.


Las reacciones se produjeron en cadena y, salvo contadas excepciones, la mayoría fueron de indignación y rechazo, mezcla de emociones y moralismo. El procurador, chivo expiatorio del escándalo, se vio obligado a dar explicaciones públicas. Aseguró que el motivo de su viaje a Ciudad de Panamá se relacionaba con la investigación del robo de 13.5 millones dólares al Banco de la República que habían terminado en una cuenta del Chase Manhattan, y que en esa ciudad lo habían abordado personas que querían hacerle una propuesta al gobierno. En cuanto a los cuestionamientos por lo que algunos calificaban de “negociación”, Jiménez Gómez sostuvo que se trataba de una declaración unilateral de rendición incondicional.


En la polémica terciaron el expresidente conservador Misael Pastrana Borrero, que se pronunció en contra de cualquier acercamiento con mafiosos, y políticos de otros sectores, como el senador liberal William Jaramillo, que pidió la renuncia del procurador. El revuelo fue creciendo por las versiones contradictorias y la falta de respuestas claras y convincentes del gobierno a preguntas claves: ¿el presidente Betancur sabía o no sabía de los contactos? ¿Autorizó las conversaciones o fueron por iniciativa de López y Jiménez Gómez? ¿Por qué el presidente mantuvo en secreto la propuesta? ¿Estaba explorando posibilidades de negociar con los narcos?


Presionado por la opinión y por una declaración de la Comisión Política del Partido Liberal, que propuso un debate sobre el asunto y exigió un pronunciamiento del presidente, este finalmente rompió su silencio y dijo que “ni ha habido, ni hay, ni habrá negociación con los narcotraficantes”.12 No había otra salida, pues Washington, que había presionado para su publicación, notificó que desaprobaba cualquier tipo de acuerdo.


Por su parte, el ministro de Justicia, Enrique Parejo, anunció que no habría respuesta al llamado memorando de la mafia, y en cuanto a López Michelsen, que inicialmente se negó a dar declaraciones con el argumento de que solo estaba obligado a informar al presidente, a finales de junio concedió una entrevista en la que reveló detalles de la reunión en Panamá y dijo que la propuesta acortaba el camino para acabar con el negocio de la droga: “…hay que extirpar al narcotráfico por todos los medios y por ello si esos señores quieren entregar laboratorios, pistas y cultivos y vender sus aviones, entonces yo creo que el camino para reducir la cuestión probablemente es más corto por las buenas que por las malas para llegar al mismo objetivo”.13


Los interrogantes sobre el polémico encuentro de Panamá quedaron abiertos y años después ni el exprocurador Jiménez Gómez en su libro Testigo del diluvio,14 ni el expresidente López en una extensa conversación-entrevista con el periodista Enrique Santos Calderón titulada Palabras pendientes,15 despejaron las dudas. La reunión en el Marriot de Panamá volvió a las primeras planas de las noticias, reaparecieron las mismas contradicciones y el mismo choque de afirmaciones y desmentidos sobre ese primer intento de negociación con el cartel de Medellín.


En su libro, Jiménez Gómez reveló, por primera vez, que el viaje a Panamá fue para entrevistarse con los narcos por petición del presidente Betancur, y aseguró que quien le transmitió el interés del gobierno de hacer esos contactos fue el entonces ministro de Comunicaciones, Bernardo Ramírez. Contó que para garantizar el visto bueno presidencial llamó a la Casa de Nariño el 21 de mayo, y en una muy breve conversación con el presidente obtuvo un “sí” a regañadientes que le dejó la sensación de que no quería comprometerse. Viajó el sábado 26 a Panamá y allí pidió a los representantes de los “narcos” presentar la propuesta por escrito, documento que le entregó en persona a Betancur y copia del cual envió al ministro consejero de la Embajada de los Estados Unidos en Colombia, Alexander Watson. En la reunión habían concluido que para que la propuesta fuera viable, era fundamental contar con el visto bueno de Washington. Para tal efecto, Jiménez Gómez invitó a Watson a almorzar al Club de Ejecutivos y allí puso las cartas sobre la mesa. “Transmito el mensaje, pero no veo ninguna posibilidad de arreglo”, fue la respuesta del consejero. La embajada en Colombia transmitió el mensaje al Departamento de Estado y el tema quedó engavetado.


Pero lo más revelador del libro fue la confirmación de lo que era apenas un rumor cuando estalló el escándalo: que a finales del 83, antes del asesinato de Lara, él se había reunido más de una vez en su despacho con Escobar y otros “narcos”, siempre en presencia de testigos y por solicitud del presidente a quien siempre mantuvo informado. Su papel era el de mensajero, porque el análisis de la viabilidad o no de la propuesta era competencia del gobierno, no suya.


En cuanto a la versión que el expresidente López dio a Santos Calderón, no fue diferente a la que dio antes en El Tiempo. Invitado a Ciudad de Panamá como observador del proceso electoral que culminó el domingo 6 de mayo con la elección de Nicolás Ardito Barletta, un día lo llamó su amigo Santiago Londoño White, que le comunicó que personas acusadas del asesinato del ministro Lara querían reunirse con él para hacerle llegar una propuesta al gobierno. López llamó a Betancur y le preguntó: “¿Tú quieres que yo los oiga o no?”, y la respuesta fue: “¿Escúchalos a ver de qué se trata y después me cuentas”.16


La reunión fue en una suite del Hotel Marriot a la que asistieron, entre otros, Escobar y un miembro de la familia Ochoa, a quienes López no identificó en ese momento, y “otro tipo que no tomó parte en la reunión y que solo abría la puerta, desocupaba los ceniceros y ofrecía whisky”.17 La entrevista duró cerca de una hora y en ella los capos expresaron su disposición a dejar el negocio, a entregar avionetas, laboratorios, pistas y rutas, si el gobierno se comprometía a no extraditarlos. Terminado el encuentro, López se comunicó con Betancur y le dijo: “Lo que están ofreciendo es una capitulación. Yo me voy a Miami a descansar. Si quieres mándame a una persona de tu confianza para indicarle cómo es la cosa”.18


El enviado fue el ministro Ramírez, confidente y mano derecha del presidente, a quien informó sobre los pormenores del encuentro. No obstante, dijo que se sorprendió al enterarse poco después de que Betancur y el ministro habían decidido que el procurador viajara a Panamá a entrevistarse con los mismos personajes con los que él se había reunido. Y agregó que llamó la atención que el decreto que autorizaba el viaje hacía referencia a una diligencia relacionada con el robo al Banco de la República, atribuido a Roberto Soto Prieto, lo cual era absolutamente falso. El verdadero motivo era la cita con los capos de Medellín y para demostrarlo destacó dos hechos: la coincidencia en el tiempo de las fechas del viaje y de la propuesta, y el regreso de Jiménez Gómez en un vuelo chárter contratado por Santiago Londoño, que no tenía relación alguna con el robo del banco.


Un comunicado de la Casa de Nariño desmintió a López y precisó que la reunión del expresidente en Panamá no era de conocimiento del presidente ni fue autorizada por él. La versión fue confirmada por el ministro Ramírez, quien aseguró que la reunión del Marriot había tomado por sorpresa a Betancur, y que los encuentros de López y Jiménez Gómez con los “narcos” fueron por iniciativa propia.


No se sabrá nunca toda la verdad sobre el controversial episodio porque todos sus protagonistas están muertos, pero el final es bien conocido: el escándalo hundió la propuesta. El ambiente político y social estaba tan agitado y turbado que cualquier intento de negociación con los asesinos del ministro Lara Bonilla era inviable moral y políticamente. Las imágenes del ministro asesinado estaban aún demasiado frescas en la retina de los colombianos. Además, también jugaba en contra el rechazo de Washington, como anota el investigador Gustavo Duncan: “…para las élites del centro de Colombia era muy difícil llevar a cabo un proceso de negociación autónoma con los narcotraficantes colombianos sin que se arriesgaran a perder el respaldo de su principal socio internacional (Estados Unidos)”.19 No obstante, cinco años después, y en circunstancias no menos trágicas, los capos del cartel de Medellín hicieron un nuevo intento de negociación con el gobierno de Virgilio Barco.


Donde hay cenizas


En la recta final de la administración Betancur, la toma y retoma del Palacio de Justicia por el M-19 entre el 6 y 7 de noviembre de 1985, marcó un antes y un después en la historia colombiana. Veintiocho horas de combate y un saldo de 11 personas desaparecidas y 98 muertos, entre ellos 11 de los 24 magistrados de la Corte Suprema, 33 de los 35 guerrilleros que ejecutaron el asalto, además de auxiliares judiciales, vigilantes, trabajadores y visitantes. Una masacre, como la calificó 29 años después la Comisión Interamericana de Derechos Humanos que responsabilizó al Estado colombiano por acción y omisión en desapariciones forzadas, torturas y, al menos, una ejecución extrajudicial.


Más de 35 años han pasado entre recursos, avances y retrocesos, verdades a medias y versiones encontradas, procesos judiciales cerrados y luego reabiertos contra excomandantes del M-19 y militares comprometidos en la recuperación del palacio, pero para algunos familiares de las víctimas aún no hay certeza sobre dónde están sus muertos o si eran suyos los que enterraron. Más de 35 años no han sido suficientes para armar el rompecabezas completo, para narrar la verdadera historia que por diversas razones sigue incompleta. Entre ellas, la conspiración de silencio para ocultar la verdad y las múltiples irregularidades que impidieron reconstruir los hechos con fidelidad, identificar las causas de las numerosas muertes, el origen del incendio que consumió el edificio, y los responsables de las desapariciones. Un caso sobre el que subsisten interrogantes sin respuesta, como la participación del narcotráfico en la toma.


Todo empezó a pocos minutos del mediodía del 6 de noviembre, cuando 35 guerrilleros del M-19 asaltaron el Palacio de Justicia con más de 300 personas adentro. El objetivo de la “Operación Antonio Nariño por los Derechos Humanos” como la bautizó el grupo guerrillero, era presionar al presidente Betancur para que se presentara ante la Corte Suprema que fungiría como testigo de un juicio popular por el incumplimiento de los acuerdos de paz firmados el 24 de agosto de 1984. Los organizadores estaban convencidos de que si la toma de la Embajada de la República Dominicana en febrero de 1980 se había resuelto mediante el diálogo con el gobierno de Julio César Turbay Ayala, el de la mano dura y el Estatuto de Seguridad, podía repetirse una hazaña similar con el presidente Betancur, el de la mano tendida y la apertura democrática.


Fue un error de cálculo descomunal que, mucho tiempo después, reconocieron antiguos miembros del M-19. Por ejemplo, Everth Bustamante, como senador del Centro Democrático y ya muy lejos de su militancia en la izquierda, dijo durante un evento para conmemorar los treinta años de la toma, que había sido “un error garrafal por parte del M-19”.20 También se pronunció Antonio Navarro, uno de los exdirigentes del M-19 y excandidato presidencial por el grupo desmovilizado: “Fue una terrible equivocación de la cual nunca nos arrepentiremos lo suficiente. Por las víctimas que causó, por sus efectos sobre esa etapa de la historia de Colombia, por los compañeros muertos”.21


Los organizadores del asalto nunca imaginaron que pasaría lo que pasó: el presidente se negó a negociar, no estuvo en control de la operación y los militares retomaron con violencia desproporcionada la sede de las altas cortes. Su prioridad no fue salvar la vida de los rehenes, sino aniquilar sin contemplación alguna a los guerrilleros. Lo confirmaron grabaciones de comunicaciones entre los militares para recuperar el palacio que fueron filtradas días después de la tragedia. “¡Fumíguelos!”, se oye decir en una de ellas a Paladín 6, identificación del general Jesús Armando Arias Cabrales, comandante de la operación, mientras en otra imparte una orden perentoria: “Apurar, apurar a consolidar, y acabar con todo”. Por algo la llamaron “Operación Rastrillo”.


Fue una batalla en la que los militares utilizaron armas de guerra convencional –tanques y tanquetas blindadas, ametralladoras y fusiles, granadas, rockets y bombas…–, y fue también, no cabe duda, una toma anunciada. Semanas antes, a mediados de octubre, el ministro de Defensa, general Miguel Vega Uribe, dijo en la Cámara de Representantes: “El M-19 planea tomarse el edificio de la Corte Suprema de Justicia el jueves 17 de octubre, cuando los magistrados estén reunidos, tomándolos como rehenes al estilo embajada de Santo Domingo (sic); harán fuertes exigencias al gobierno sobre diferentes aspectos, entre ellos el Tratado de Extradición”.22


El Ejército había encontrado documentos que describían el plan, originalmente diseñado para ejecutarse durante la visita del presidente François Mitterrand entre el 22 y el 24 de octubre. Las revelaciones obligaron a aplazarlo, lo que no fue obstáculo para que el 23 atentaran contra el comandante del Ejército, general Rafael Samudio Molina, cuando se dirigía a su oficina. El general salió ileso, pero su dignidad quedó herida en lo más profundo.


Poco después del atentado, el M-19 hizo llegar a una cadena radial un casete con un anuncio preocupante: la ejecución de una acción que dejaría al mundo sorprendido. El gobierno ordenó reforzar las medidas de seguridad en el palacio no solo por esa razón, sino debido a las constantes amenazas contra los magistrados de la Corte Suprema que debían decidir sobre la constitucionalidad o no del Tratado de Extradición –asunto crítico para los capos de la droga–, y tenían en sus manos ocho solicitudes de extradición.


Sin embargo, el Palacio de Justicia amaneció sin protección policial ese brumoso miércoles 6 de noviembre. Solo una docena de guardias privados estaba de servicio. ¿Por qué? La hipótesis más sólida apuntaba a la desprotección deliberada que facilitaba la entrada de los guerrilleros. Los militares sabían que el edificio era una trampa perfecta, un sólido bloque de granito, un búnker donde era más fácil entrar que salir. Tenían información de inteligencia y aun así nada hicieron para evitar la toma, pero en cambio estaban listos y preparados para el violento contraataque.


Los militares querían sacarse el clavo por el robo de 5.000 armas del Cantón Norte en diciembre del 78; por la toma de la embajada dominicana; por el atentado al general Samudio; por las concesiones hechas en el marco del proceso de paz que los militares rechazaban y cuya ruptura meses antes llevó a los guerrilleros de regreso al monte. Tampoco pueden desconocerse las prevenciones y molestias de los militares con las altas cortes, en especial con la Corte Suprema porque tenía abiertas investigaciones contra miembros del Ejército y la Policía –altos oficiales incluidos–, por presuntos vínculos con las mafias de la droga y el MAS y por violaciones de los derechos humanos; porque cuestionaba el abuso del estado de sitio que otorgaba prebendas a los militares; porque había declarado inconstitucional el Estatuto de Seguridad, y por la oposición sistemática a los permanentes intentos de los militares de pasar de la justicia ordinaria a la justicia penal militar los casos de conductas criminales de la fuerza pública no relacionadas directamente con el servicio. En este contexto, no era descabellado deducir que la toma les servía a los militares, pues mataban dos pájaros de un tiro: eliminaban a los guerrilleros y de paso destruían los procesos en su contra.


El asalto se hizo según lo planeado y al mediodía del miércoles 6 la sede de las altas cortes estaba tomada. Más de 300 personas quedaron atrapadas sin alcanzar a imaginar el horror que se avecinaba. Media hora después, el presidente citó con urgencia al ministro de Defensa, general Miguel Vega Uribe, a un Consejo de Ministros. El general se dio el lujo de hacerse esperar algunas horas, tiempo durante el cual tres tanques irrumpieron violentamente en el edificio y permitieron la entrada de varias fuerzas, mientras sobrevolaban helicópteros disparando. Más de mil hombres participaron en la recuperación del palacio que se convirtió en una verdadera batalla campal.


Cerca de las 3:00 p. m., el Ejército recuperó los dos primeros pisos. Luego vino el golpe al tercero con bombas y lanzallamas, que redujo a cenizas la mayoría de los archivos y expedientes. Mientras tanto, los colombianos, horrorizados con lo que estaba pasando, oyeron por las cadenas de radio la petición angustiada del presidente de la Corte, Alfonso Reyes Echandía, que pedía el cese del fuego en un intento de salvar la vida de los rehenes. “Por favor que el presidente dé finalmente la orden del cese al fuego […] Estamos en un trance de muerte. Ustedes tienen que ayudarnos –se le oyó reclamar angustiado–. Tienen que pedirle al gobierno que cese el fuego. Rogarle para que el Ejército y la Policía se detengan… Ellos no entienden. ¡Nos apuntan con sus armas!”.23 Pero no hubo disposición al diálogo, a entender o a ceder. Era como si aún estuviera vigente el Estatuto de Seguridad.


Hacia las 5:00 p. m., mientras la Policía atacaba desde la terraza y el Ejército llegaba al cuarto piso, se perdió toda comunicación con el Palacio de Justicia. Entonces, la ministra de Comunicaciones, Noemí Sanín, expidió un comunicado mediante el cual prohibió la transmisión de entrevistas y llamadas a magistrados con el argumento de que dificultaban las operaciones para proteger la vida de las personas que aún estaban dentro del palacio. Al pueblo le dieron circo: un partido de fútbol.


Una hora más tarde habían sido evacuadas 215 personas, según la Policía. El cuarto piso ardía (aún hoy se desconoce el origen del incendio), el general Arias Cabrales ordenaba disparar contra el sector donde estaban acorralados varios guerrilleros y rehenes, y desde el exterior apuntaban los tanques en la misma dirección. A los primeros había que fumigarlos haciendo caso omiso de la vida de los segundos. Mientras tanto, en la Casa de Nariño todo era desconcierto en la sesión del Consejo de Ministros. El presidente había perdido el control, los militares estaban al mando y hacían oídos sordos a las peticiones de diálogo y de clemencia. A las 2:30 a. m. del jueves 7, las llamas iluminaban la noche. La tragedia estaba consumada. Civiles inocentes pagaron la factura del enfrentamiento guerrilla-militares.


Esa noche en una intervención televisada, el presidente asumió la responsabilidad por los hechos. Apartes:


(..)


Este ataque contra la institución suprema de nuestra justicia; la quema de parte de sus archivos, entre ellos sobre el narcotráfico, el incalificable crimen contra pulquérrimos magistrados que antes que nada son jueces serenos e imparciales y justos; contra una Corte Suprema libre, libérrima y tan independiente que inclusive echa atrás decisiones de gobierno, como ha sucedido más de una vez, este acto sólo se explica por una perturbación de la mente, por una perturbación de espíritus a los cuales esperaba que les llegara la reflexión. Y la seguridad de que –como ayer mismo lo manifestamos a los propios dirigentes guerrilleros a través del señor presidente de la Corte, al inolvidable magistrado Alfonso Reyes Echandía, y del director de la Policía Nacional– les ofrecíamos juicios y jueces imparciales y serenos que, bajo la garantía de la Corte y de sus magistrados, tomarían decisiones objetivas y ecuánimes.


(…)


Estos hechos, con su inhumana, delirante y aislada espectacularidad, paradójicamente sirven para demostrar cuán fuertes son nuestras instituciones, cuánto repudia nuestra patria los extremismos.


Porque sabe eso, porque sabe que tiene la inmensa responsabilidad de ceñirse a tales guías, el gobierno es firme en su defensa de los principios y de las instituciones que los encarnan, y puede por lo mismo dedicarse a la búsqueda de las mejores soluciones a problemas que aparentemente no ofrecen sino una salida.


Esa inmensa responsabilidad la asumió el Presidente de la República que, para bien o para mal suyo, estuvo tomando personalmente decisiones, dando las órdenes respectivas, teniendo el control absoluto de la situación, de manera que lo que se hizo para encontrar una salida fue por cuenta suya y no por obra de otros factores que él puede y debe controlar. En desarrollo de este concepto, repito que insistí hasta el último momento en que los guerrilleros cesaran su acción bajo la promesa de que sus vidas serían respetadas y de que se les haría un juicio con todas las garantías que ofrece nuestro estado de derecho.24


Pocos creyeron y empezaron a alzarse voces que exigían un verdadero juicio de responsabilidades. Una de ellas, la del representante liberal César Gaviria quien llamó a un debate que no prosperó, pues quedó literalmente sepultado por la avalancha del volcán-nevado del Ruiz que el miércoles 13 arrasó con la vida de más 20 mil habitantes de Armero, Tolima.


Siete meses después, el procurador Jiménez Gómez denunció al presidente Betancur y al ministro de Defensa ante la Comisión de Acusaciones de la Cámara por violación de la Convención de Ginebra y las leyes de protección de civiles en momentos de guerra. Como era previsible la demanda no prosperó. La Comisión archivó la investigación en un tiempo récord de veinticinco días con el argumento de que legalmente no podía juzgar un acto típico de gobierno. El presidente quedaba exonerado, pero en su última intervención ante el Congreso, el 20 de julio de 1986, dieciocho días antes de ser relevado en el cargo por Virgilio Barco, confesó que la tragedia del Palacio de Justicia había sido “la más dura prueba de su mandato y una de sus mayores tribulaciones”.


Las comisiones


Una semana después del holocausto, el presidente acudió a las facultades que le otorgaba el estado de sitio y creó el Tribunal Especial de Instrucción para investigar los hechos y presentar un informe. Coordinado por los magistrados Hugo Serrano Rueda y Carlos Upegui Zapata, y luego de un debate sobre si se trataba o no de una investigación protegida por la reserva, el Tribunal, sin poder de sanción, dio a conocer el 31 de mayo del 86 un informe de 64 páginas, que quedó consignado en el Diario Oficial.25


Mal recibido por amplios sectores de opinión, el informe fue calificado como vago y complaciente con la versión oficial. No estableció responsabilidades políticas, militares o penales; no indagó sobre las desapariciones y la participación de agentes de la fuerza pública en ellas, ni sobre la ausencia de vigilancia oficial, y tampoco se pronunció sobre las flagrantes irregularidades en el manejo de la escena del crimen y el levantamiento de los cadáveres. Un informe que solo encontró responsable al M-19, “sin comprobada intervención del narcotráfico”, y que dejó más dudas que certezas, más interrogantes que conclusiones convincentes.


En 2005, dos décadas más tarde, la Corte Suprema de Justicia creó la Comisión de la Verdad, integrada por los magistrados Jorge Aníbal Gómez Gallego, José Roberto Herrera Vergara y Nilson Pinilla Pinilla, para que investigara los mismos trágicos hechos. Cuatro años duró la indagación y el informe final de más de trescientas páginas fue publicado en 2009. Sus principales conclusiones: el M-19 fue el primer responsable de la toma; la vida de los rehenes no fue prioritaria para el gobierno; los militares no consultaron con el presidente; y el operativo militar fue excesivo y desproporcionado.


La Comisión fue más allá que el Tribunal Especial y definió algunas responsabilidades, pero acalló y omitió otras, y aunque reconoció que hubo desapariciones forzadas no investigó al respecto, y se limitó a decir que era uno de los grandes misterios de esos dolorosos hechos. Pese a los avances, el informe no estuvo exento de críticas. Sectores políticos, organizaciones de derechos humanos, defensores y allegados a las víctimas lo descalificaron por distorsionar y falsear la verdad histórica.


En cuanto al gran interrogante de si hubo o no conexión con el narcotráfico, el informe fue afirmativo y reconoció vínculos del M-19 con Pablo Escobar. En primer lugar, dio credibilidad a la versión de Jhon Jairo Velásquez, Popeye, tenebroso lugarteniente del capo vinculado a los más atroces crímenes, que aseguró que su patrón había pagado dos millones de dólares al M-19 para financiar la toma del palacio, que esa plata la recibió Iván Marino Ospina, pero que este murió tres meses antes de la toma y nunca encontraron el dinero.26 En segundo lugar, incluyó el testimonio del jefe paramilitar Carlos Castaño consignado en el libro Mi confesión, que difiere del de Popeye. Según Castaño, Carlos Pizarro, entonces cabeza del grupo guerrillero, se presentó en la hacienda Nápoles, refugió y fortín de Escobar, y le pidió un millón de dólares por asesinar a los magistrados y otro millón por quemar los expedientes que lo vinculaban con el tráfico de droga. Aseguró que Guido Parra, abogado del capo, fue quien le dijo dónde estaban los expedientes que debía quemar, y que tanto él como su hermano Fidel entregaron armas cortas, algunos fusiles y dinamita al comando que se tomó el palacio.27


Sin embargo y pese a las contradicciones de los testimonios, la Comisión consideró que no refutaban “otras deducciones”. Por ejemplo, la humareda que salía del palacio antes de que llegara el Ejército (podía indicar que los expedientes se quemaron antes, no lo dice el informe), y el incendio del cuarto piso que atribuye a la falta de previsión en el operativo militar. En apoyo a la tesis de los vínculos con el narcotráfico, también tuvo en cuenta las constantes amenazas a los magistrados y el hecho de que ese día figuraba en la agenda de la Sala Constitucional de la Corte la discusión sobre el Tratado de Extradición, asunto sensible para los capos y para el M-19, que lo hizo evidente en las consignas contra la extradición que gritaron los guerrilleros al tomarse el palacio y en la proclama difundida para justificar el asalto. Aparte…


Creemos oportuno que aquí y ahora, se decida si los colombianos vamos a seguir permitiendo que se siga entregando nuestro país a pedazos, pues se han entregado considerables porciones de nuestro suelo. Se entregan a manos llenas nuestros recursos naturales, petróleo, carbón, oro, niquel, platino, fauna y flora. Se entrega la órbita geoestacionaria, se entregan clandestinamente nuestros niños, se entregan nuestros cerebros con su fuga, y por si todo ello fuera poco, mediante un impopular y escandaloso tratado de extradición, se entrega nuestra juridicidad. La más reciente y novedosa de las entregas, que es golpe mortal contra la soberanía nacional, centenares de compatriotas nuestros están seriamente amenazados, no solo por la legislación de países extraños, sino por la manifiesta animadversión de algunos de ellos, como es el caso concreto de los Estados Unidos de Norteamérica.


Finalmente, la Comisión incorporó los testimonios de los exguerrilleros Otty Patiño y Rosemberg Pabón. Reconocieron nexos con los narcos limitados a apoyos en transporte y suministros, pero no relaciones de sometimiento a la voluntad de los carteles, e insistieron en que el objetivo de la toma era un juicio al presidente Betancur por el incumplimiento de los acuerdos de tregua pactados en 1984.


Es innegable que tanto el M-19 como el cartel de Medellín rechazaban la extradición –los primeros por razones políticas, los segundos para evitar ser juzgados en los Estados Unidos–, y que sobraba evidencia para demostrar que los narcotraficantes estaban dispuestos a todo para tumbar la extradición. Contundentes e inequívocas señales habían sido el asesinato del ministro Lara Bonilla y las posteriores amenazas contra los magistrados –la mayoría originadas en Medellín–. Sobre las perversas intenciones del cartel, botón de muestra es uno de los mensajes amenazantes que recibió el magistrado Carlos Medellín:


No te hemos escrito antes porque pensábamos equivocadamente que actuarías con sensibilidad, con nacionalismo y en forma imparcial y jurídica con el asunto de las demandas del Tratado de Extradición (…) Pensamos que las llamadas telefónicas serían suficientes. Pero no. Te convertiste en socio de quien encabeza la lista de futuros aspirantes a propietarios de fosas en los Jardines de Paz (…) Si el Tratado de Extradición no cae, derrumbaremos la estructura jurídica de la nación, ejecutaremos magistrados y miembros de sus familias. Estamos dispuestos a morir (…) preferimos una tumba en Colombia a un calabozo en los Estados Unidos (…) Si actúas con inteligencia, con silencio (…) no pasará nada. Serás el responsable de tu propio futuro y del futuro de tu propia familia (…) no estamos jugando. No todos nuestros enemigos pueden gozar del privilegio de la notificación y del aviso (…) Actuamos con sorpresa.28


Además de las versiones, testimonios e indicios que la Comisión analizó para concluir que hubo participación económica del narcotráfico en la toma del palacio, posteriores testimonios e investigaciones apuntaban en la misma dirección. Por ejemplo, en La parábola de Pablo, Alonso Salazar acoge la versión de un exguerrillero del M-19 que identifica como Alej, quien le asegura que entre Iván Marino Ospina y Pablo Escobar no solo había empatía sino interés logístico, que la relación entre el capo y dirigentes de esa guerrilla en Antioquia era estrecha, y que miembros del Eme ayudaron a Escobar, Lehder y el Mexicano a contactarse con funcionarios del gobierno sandinista de Nicaragua para usar su territorio a cambio de armas. Y, con respecto a la toma dice: “después del Palacio, Pablo y quienes se movían a su alrededor nos miraron con mucho respeto. El nivel y heroísmo los conmovió”.29


Otras referencias a esos vínculos se encuentran en una de las diez entrevistas que el periodista Germán Castro Caycedo hizo a Escobar, publicadas en 2012.30 El capo confirma que miembros del Eme le ayudaron a establecer conexiones con Nicaragua, y cuenta que cuando se dañaron las relaciones con el general Noriega que les dio refugio y los protegió luego del asesinato de Lara, se produjo una desbandada, y mientras unos huyeron a Brasil, otros a México o a España, él terminó en Nicaragua: “…tenía conexiones con el gobierno, gracias a la ayuda de algunos jefes del M-19 que conocí cuando hicimos la paz con ellos (….). Le cuento que al poco tiempo de llegar allá, yo andaba recorriendo zonas de Nicaragua en un helicóptero ruso, acompañado por Álvaro Fayad y por un delegado del Presidente de la República. ¿Sabe qué hacíamos? Escoger el sitio para instalar una cocina, que, entre otras cosas, nunca se pudo montar”.31


Por su parte, Virginia Vallejo, quien fue amante de Escobar, sostiene en Amando a Pablo, odiando a Escobar,32 que en agosto de 1985 estuvo en la hacienda Nápoles, que allí conoció a Ospina y a Fayad, que murió meses antes de la toma, y que los dos fueron claves para los contactos de Escobar con Noriega, los sandinistas y Cuba. Sostiene que los oyó hablar de un pago de un millón de dólares al M-19 para que asaltara el Palacio de Justicia y destruyera los expedientes de la extradición, pero que no vio la entrega de ese dinero, y asegura que la toma fracasó porque las armas que el capo iba a traer de Centroamérica no llegaron a tiempo. También cuenta que Escobar reveló que luego de la liberación de Martha Nieves Ochoa pactó una especie de armisticio con el M-19 a cambio de protección. Esta versión la confirma el propio Escobar en una entrevista con Castro Caycedo, en la que dice al periodista que en la cama en la que ha dormido, también durmió Iván Marino Ospina cuando era comandante general del M-19. “Es que en esta casa se hizo la paz con el M-19 después de la guerra que tuvimos con ellos… Como señal de buena voluntad, Iván Marino Ospina me regaló una subametralladora soviética muy buena”.33


Son numerosos los testimonios sobre las relaciones del M-19 con el cartel de Medellín y muchos coinciden con la Comisión de la Verdad en que el narcotráfico tuvo participación en la toma del Palacio de Justicia. Fue la tesis que planteó el gobierno en un documento del Consejo de Ministros el jueves 7, cuando ya todo era cenizas en la sede judicial. Había la convicción de que el motivo del ataque contra la Corte Suprema de Justicia era el Tratado de Extradición, un servicio del M-19 a los capos del narcotráfico más que un objetivo político y estratégico propio. Sustentaba su posición en el hecho de que el día de la toma, en la agenda de la Sala Constitucional figuraba la discusión de la ponencia del magistrado Manuel Gaona Cruz –amenazado de muerte por Escobar–, según la cual el Tratado se ajustaba a la Constitución. Fue la tesis del entonces ministro de Justicia, Enrique Parejo, sucesor de Lara Bonilla y él mismo víctima de la mafia,34 la misma que, años después, desarrolló el ministro de Gobierno de la época, Jaime Castro, en el libro Palacio de Justicia: ni golpe de Estado, ni vacío de poder.35 Para Castro no hubo duda alguna de la relación del narcotráfico con la toma del Palacio, y como pruebas irrefutables no solo destacó los hechos mencionados por la Comisión de la Verdad, sino testimonios según los cuales el interés del M-19 no estaba en las salas Civil y Laboral de la Corte, sino en la Constitucional, encargada de revisar el Tratado, y en la Penal que estudiaba varias solicitudes de extradición. Castro concluye tajante: “El asalto al Palacio (…) se cometió para destruir los expedientes que tuvieran que ver con la extradición. Ese fue el objetivo…”.36


Dos años antes de que la Comisión diera a conocer su informe, uno de sus integrantes, el magistrado José Roberto Herrera, declaró para El Tiempo: “En la toma hubo pago al M-19 para acabar con la extradición”.37 La misma convicción tienen familiares de las víctimas, como el exministro Yesid Reyes, hijo del inmolado presidente de la Corte, y quien vivió las dramáticas horas finales de su padre. Reyes ha dicho en varias ocasiones, que, aunque nunca habrá seguridad absoluta sobre esa participación, en ese momento no solo había indicios claros de la relación del narcotráfico con el M-19, sino que lo más relevante para él fue la información que recibió del español Antonio Cebollero, apoderado suyo en el caso del robo de 13.5 millones de dólares al Banco de la República, y quien compartía patio en La Picota con extraditables. Días antes de la toma, Cebollero le preguntó dónde iba a estar su padre en la primera semana de noviembre. “Le contesté que iba a salir del país el 12 –dice Reyes–, y él me dijo que tenía que convencerlo de que se fuera antes porque iba a pasar algo grave”.


Relaciones peligrosas


El profesor e investigador de la Universidad Externado de Colombia, Mauricio Rubio, ha documentado las relaciones del M-19 con el cartel de Medellín, y en un extenso artículo titulado “¡Hágale, hermano! Secuestro, narcotráfico y otras alegres audacias del M-19”, aporta copiosa información al respecto.38


Según el investigador, en un escenario de intensificación y expansión territorial del conflicto como el de mediados de los años ochenta, las guerrillas requerían más y mejores armas, mejor entrenamiento y más recursos, y la activa participación del M-19 solo podía explicarse porque estaba muy bien financiado. Y la buena salud de las finanzas no era explicable ni por el millón de dólares del rescate de los rehenes de la toma de la Embajada de la República Dominicana,39 ni por la práctica masiva del secuestro, pues ese grupo no recurría entonces a esa modalidad, como sí lo hacían las Farc. Rubio concluye, entonces, que si el M-19 se abstuvo de acudir al secuestro en forma masiva cuando más recursos necesitaba, se debió en buena parte a que se financiaba con el narcotráfico, “una condición necesaria para sobrevivir a una guerra interna en el cual algunas de las partes ya tenían acceso a ese pujante y aparentemente infinito recurso económico”.40


El investigador sostiene, además, que tras la liberación de Martha Nieves Ochoa y del pacto de paz que acordaron el M-19 y el cartel de Medellín, las relaciones entre las dos organizaciones siempre fueron buenas y pragmáticas. Señala, por ejemplo, que esa guerrilla adhirió al Movimiento Latino Nacional de Carlos Lehder, con quien compartía afinidades como el ideario bolivariano y la oposición a la extradición. También aporta importante información y testimonios de militantes del grupo guerrillero, del propio Escobar y de exmiembros de la CIA y del FBI, que indican que el M-19 estuvo más cerca del narcotráfico de lo que algunos de sus miembros han aceptado, y que los contactos con agentes de la inteligencia cubana para fomentar actividades subversivas en América Latina incluían negocios de cocaína. Demostración palmaria de la colaboración entre narcos, M-19 y Cuba, fue el caso del barco Karina con un cargamento de armas para el M-19, hundido en el Pacífico por la Armada Nacional el 14 de noviembre de 1981, y el posterior asilo que el gobierno cubano le concedió a su propietario, el colombiano Jaime Guillot, compañero de estudios de Jaime Bateman y luego yerno de Raúl Castro.


Por otra parte, el investigador hace referencia a las memorias del cubano Jorge Masetti, exoficial de los servicios de inteligencia de Cuba, quien revela un acuerdo entre los cubanos y el M-19 para secuestrar a un ejecutivo estadounidense en Cartagena, y además menciona en varias oportunidades a Carlos Pizarro, Antonio Navarro y Gerardo Cobo. También se refiere a la demanda contra Fidel Castro que presentó Ileana de la Guardia ante la justicia francesa. Hija del coronel Antonio de la Guardia, fusilado por narcotráfico junto al general Arnaldo Ochoa el 13 de julio de 1989 en La Habana, Ileana acusó a Castro de ser el máximo responsable de la trama estatal que enviaba droga del cartel de Medellín hacia Estados Unidos y Europa, demanda que incluyó declaraciones de los dos oficiales fusilados que señalan a Carlos Alonso Lucio, miembro del M-19, de haber negociado con autoridades cubanas el aterrizaje de un avión con cocaína.


En forma simultánea con la ejecución de Ochoa y De la Guardia, la comisión de la Asamblea Nacional de Costa Rica destapó la olla podrida de las actividades estadounidenses en ese país, en las cuales jugó papel protagónico el embajador Lewis Tambs durante los diecisiete meses de gestión en San José (1985-1987). El mismo funcionario de ingrata recordación por su permanente intromisión en los asuntos internos de Colombia y famoso por haber acuñado el término narcoguerrilla luego de la operación que en 1984 desmanteló los laboratorios de Tranquilandia propiedad del cartel de Medellín. El mismo que ocupó titulares por el escándalo Irán-Contras (1985-1986) y por sus nexos con el cuestionado coronel Oliver North, asesor de seguridad nacional del presidente Reagan y cerebro de operaciones irregulares de venta de armas a Irán para financiar a los “contras” de Nicaragua, que también incluía tráfico de droga.


Desde San José, Tambs se encargaba de mover las fichas para que la red de ayuda a los antisandinistas establecida por North en Centroamérica, operara con facilidad y permitiera el aterrizaje de los aviones en una pista al noroeste del país, cerca a la frontera con Nicaragua, base para los envíos de ayuda a los “contras”. Según testimonios de pilotos y exagentes de la CIA, esas operaciones se hacían con el conocimiento de la CIA y de la DEA, y estaban conectadas con el tráfico de droga que provenía, sobre todo, del cartel de Medellín. Evidencia de ello son unas fotos tomadas por una cámara oculta que la CIA instaló en el avión C-123K que piloteaba Barry Seal, un hombre al servicio del cartel de Medellín y a la vez informante de la DEA.41 En las fotos aparecía un alto oficial nicaragüense, Federico Vaughan, junto a Escobar y a Rodríguez Gacha, mientras hombres vestidos con el uniforme sandinista cargaban cocaína en el aeropuerto Los Brasiles, cerca de Managua. Una prueba de la utilidad de los contactos que el M-19 les había hecho a los capos con el gobierno de Nicaragua.


Antiguos miembros del M-19 no han negado relaciones con el narcotráfico, pero las han minimizado y eludido responsabilidades. Por ejemplo, Vera Grabe acepta en sus memorias las relaciones con los narcos de Medellín, pero les resta importancia: “Medellín era la ciudad de Pablo Escobar y de los traquetos (…) No era una relación de negocio, y en el Eme hubo una clara determinación de no meterse en el negocio: negocio prohibido-relaciones políticas, si pensadas en función de hallarle una solución al tema del narcotráfico. Era una relación de respeto (…) Los mágicos (mafiosos) nos ayudaban y nos cuidaban. Era más bien una relación de ellos hacia nosotros: nos ayudaban pero jamás pedían cambio … Nos prestaban sus casas y fincas, espacios cómodos, con billar, piscina, jardines, televisores y salones gigantes, donde hacíamos las reuniones de la dirigencia M-19-EPL en Antioquia”.42 Álvaro Jiménez, otro dirigente del M-19, menciona esas relaciones con los narcos y las define como “funcionales y utilitarias”.43


En cuanto a la participación en la toma del Palacio de Justicia, Alejo, el exguerrillero que dio su testimonio para el libro de Alonso Salazar, asegura que el capo “facilitó algunas cosas, como la pista de la hacienda Nápoles, para traer pertrechos de Nicaragua”,44 pero otros excombatientes sostienen que la información era compartimentada y que solo los que planearon y participaron en la toma –todos muertos– conocían los planes. Conocedores del Eme coinciden en que la norma para algunos operativos era la fragmentación en la toma de decisiones y en la información, razón por la cual es probable que no supieron del cómo y el cuándo de la operación, y se enteraron del horror como el resto de los colombianos.


Han pasado muchos años desde el holocausto del Palacio de Justicia, el expediente supera los 30 mil folios, se han publicado numerosos libros sobre los hechos y aunque desde el primer momento se especuló sobre la posible complicidad del narcotráficon en la toma, es muy posible que nunca se sepa toda la verdad. No se ha podido establecer con precisión y fuera de toda duda el grado de participación del narcotráfico en una de las mayores tragedias del país en el siglo XX, pero analistas nacionales e internacionales sostienen que el M-19 fue el primer grupo guerrillero que llegó a financiarse con recursos derivados del tráfico de droga.
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